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2. PERSONAS PERTENECIENTES A GRUPOS EN SITUACIÓN DE 
VULNERACIÓN DE SUS DERECHOS PRIVADAS DE LIBERTAD

La Corte ha desarrollado con algún detalle la situación de mujeres, adolescentes y personas migrantes que se 
encuentran privados de libertad. Respecto de los adolescentes, ha habido un desarrollo particular en el marco de la 
discusión sobre prisión perpetua.

2.1.	 Mujeres privadas de libertad: violencia sexual

Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de  
noviembre de 200624.

270. 	 Asimismo, es relevante indicar que, en uno de sus informes, la Defensoría del Pueblo del Perú concluyó que el 
involucramiento de las mujeres en el conflicto armado cambió la percepción de la mujer y provocó “un trato 
más cruel y violento sobre aquellas mujeres consideradas ‘sospechosas’”25. En este caso ya ha quedado probado 
que el ataque inició específicamente en el pabellón del penal ocupado por las internas acusadas o sentenciadas 
por delitos de terrorismo y traición a la patria […]. 

290.	 El ataque inició contra el pabellón de mujeres 1A del Penal Miguel Castro Castro. Las internas que se encontraban 
en ese pabellón, incluidas las embarazadas, se vieron obligadas a huir del ataque en dirección al pabellón 4B. 
Este traslado fue especialmente peligroso por las condiciones del ataque antes descritas; las internas sufrieron 
diversas heridas. Un dato que muestra las condiciones extremas en que se desarrolló el ataque fue que las 
prisioneras tuvieron que arrastrarse pegadas al piso, y pasar por encima de cuerpos de personas fallecidas, para 
evitar ser alcanzadas por las balas. Esta circunstancia resultó particularmente grave en el caso de las mujeres 
embarazadas quienes se arrastraron sobre su vientre.

291.	 Estas características del ataque que vivieron las internas, quienes observaron la muerte de sus compañeras 
y vieron a mujeres embarazadas heridas arrastrándose por el suelo, generaron, como fue descrito por 
la testigo Gaby Balcázar, “un clima de desesperación entre las mujeres”, de forma tal que sentían que iban 
a morir. En igual sentido, la perito Deutsch concluyó que durante los cuatro días que duró el ataque “[l]os 
internos permanecieron con el terror de que iban a morir [, lo cual] originó un sufrimiento psicológico y  
emocional intenso”. 

292.	 Es importante aclarar que de la prueba aportada al Tribunal y de los testimonios de los internos se desprende que 
las internas embarazadas también fueron víctimas del ataque al penal. Las mujeres embarazadas que vivieron 
el ataque experimentaron un sufrimiento psicológico adicional, ya que además de haber visto lesionada su 
propia integridad física, padecieron sentimientos de angustia, desesperación y miedo por el peligro que corría 
la vida de sus hijos. Las internas embarazadas que han sido identificadas ante esta Corte son las señoras Eva 

24	 Los hechos del presente caso se desarrollan en marco del conflicto armado en el Perú. Entre el 6 y 9 de mayo de 1992 el Estado peruano ejecutó un 
operativo denominado “Mudanza 1”, cuya presunta finalidad era el traslado de aproximadamente 90 mujeres recluidas en el centro penal “Miguel Castro 
Castro”, a centros penitenciarios femeninos. 

	 La Policía Nacional derribó parte de la pared externa del patio del pabellón 1A utilizando explosivos. Simultáneamente los efectivos policiales tomaron el 
control de los techos del penal abriendo boquetes en los mismos, desde los cuales realizaron disparos con armas de fuego. Asimismo, los agentes estatales, 
policía y ejército utilizaron armas de guerra, explosivos, bombas lacrimógenas, vomitivas y paralizantes en contra de los internos. Finalmente, el ataque 
se produjo con cohetes disparados desde helicópteros, fuego de mortero y granadas. 

	 La operación generó la muerte de decenas de internos, así como de muchos heridos. Los internos sobrevivientes fueron objeto de golpes y 
agresiones.  Muchos de los heridos fueron mantenidos sin atención médica por varios días y los heridos que fueron trasladados al hospital no recibieron 
los medicamentos ni la atención médica que requerían.

	 Los hechos del presente se iniciaron cuando María Teresa De La Cruz Flores, médica de profesión, fue detenida por miembros de la policía el 27 de marzo 
de 1996 cuando finalizaba sus labores en el Instituto Peruano de la Seguridad Social. Se la acusó por cargos de terrorismo.

	 María Teresa De La Cruz Flores fue procesada por un tribunal compuesto por jueces “sin rostro”, el cual la condenó, el 21 de noviembre de 1996, por el 
delito de terrorismo a la pena de 20 años de prisión. Dicha sentencia fue confirmada por la ejecutoria de la Sala Penal Especial de la Corte Suprema de 
Justicia de la República el 8 de junio de 1998.

25	 Cfr. Defensoría del Pueblo del Perú. Informe Defensorial No. 80, Violencia Política en el Perú: 1980-1996, pág. 33.
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Challco, quien aproximadamente un mes después del ataque tuvo a su hijo Said Gabriel Challco Hurtado; 
Vicenta Genua López, quien tenía cinco meses de embarazo; y Sabina Quispe Rojas, quien tenía ocho meses de 
embarazo […]. Al respecto, además de la protección que otorga el artículo 5 de la Convención Americana, es 
preciso señalar que el artículo 7 de la Convención de Belem do Pará señala expresamente que los Estados deben 
velar porque las autoridades y agentes estatales se abstengan de cualquier acción o práctica de violencia contra 
la mujer. 

303.	 Con respecto al tratamiento que deben recibir las mujeres detenidas o arrestadas, el Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos ha señalado que “no deben sufrir discriminación, y deben ser 
protegidas de todas las formas de violencia o explotación”. Asimismo, ha indicado que las detenidas deben ser 
supervisadas y revisadas por oficiales femeninas y las mujeres embarazadas y en lactancia deben ser proveídas 
con condiciones especiales durante su detención. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra 
la Mujer ha señalado que dicha discriminación incluye la violencia basada en el sexo, “es decir, la violencia 
dirigida contra la mujer porque es mujer o que la afecta en forma desproporcionada”, y que abarca “actos que 
infligen daños o sufrimientos de índole física, mental o sexual, amenazas de cometer esos actos, coacción y 
otras formas de privación de la libertad”26.

304.	 Se probó que en el Hospital de la Policía los internos heridos, quienes se encontraban en deplorables condiciones, 
fueron además desnudados y obligados a permanecer sin ropa durante casi todo el tiempo que estuvieron en 
el hospital, que en algunos casos se prolongó durante varios días y en otros durante semanas, y se encontraron 
vigilados por agentes armados […]. 

305.	 La Corte considera que todos los internos que fueron sometidos durante ese prolongado período a la referida 
desnudez forzada fueron víctimas de un trato violatorio de su dignidad personal. 

306.	 En relación con lo anterior, es preciso enfatizar que dicha desnudez forzada tuvo características especialmente 
graves para las seis mujeres internas que se ha acreditado que fueron sometidas a ese trato. Asimismo, durante 
todo el tiempo que permanecieron en este lugar a las internas no se les permitió asearse y, en algunos casos, 
para utilizar los servicios sanitarios debían hacerlo acompañadas de un guardia armado quien no les permitía 
cerrar la puerta y las apuntaba con el arma mientras hacían sus necesidades fisiológicas […]. El Tribunal estima 
que esas mujeres, además de recibir un trato violatorio de su dignidad personal, también fueron víctimas de 
violencia sexual, ya que estuvieron desnudas y cubiertas con tan solo una sábana, estando rodeadas de hombres 
armados, quienes aparentemente eran miembros de las fuerzas de seguridad del Estado. Lo que califica este 
tratamiento de violencia sexual es que las mujeres fueron constantemente observadas por hombres. La Corte, 
siguiendo la línea de la jurisprudencia internacional y tomando en cuenta lo dispuesto en la Convención para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, considera que la violencia sexual se configura con 
acciones de naturaleza sexual que se cometen en una persona sin su consentimiento, que además de comprender 
la invasión física del cuerpo humano, pueden incluir actos que no involucren penetración o incluso contacto 
físico alguno. 

307.	 La Corte hace notar el contexto en el que fueron realizados dichos actos, ya que las mujeres que los sufrieron se 
hallaban sujetas al completo control del poder de agentes del Estado, absolutamente indefensas, y habían sido 
heridas precisamente por agentes estatales de seguridad. 

308.	 El haber forzado a las internas a permanecer desnudas en el hospital, vigiladas por hombres armados, en el 
estado precario de salud en que se encontraban, constituyó violencia sexual en los términos antes descritos, 
que les produjo constante temor ante la posibilidad de que dicha violencia se extremara aún más por parte 
de los agentes de seguridad, todo lo cual les ocasionó grave sufrimiento psicológico y moral, que se añade al 
sufrimiento físico que ya estaban padeciendo a causa de sus heridas. Dichos actos de violencia sexual atentaron 
directamente contra la dignidad de esas mujeres. El Estado es responsable por la violación del derecho a la 
integridad personal consagrado en el artículo 5.2 de la Convención Americana, en perjuicio de las seis internas 
que sufrieron esos tratos crueles, cuyos nombres se encuentran incluidos en el Anexo 2 de víctimas de la 
presente Sentencia que para estos efectos forma parte de la misma.

26	 Cfr. O.N.U., Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, 11º período de sesiones. Recomendación general 19 “La violencia contra 
la mujer”. Doc. HRI/GEN/1/Rev. 1at84 (1994), párr. 6.
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309.	 Por otra parte, en el presente caso se ha probado que una interna que fue trasladada al Hospital de la Sanidad de 
la Policía fue objeto de una “inspección” vaginal dactilar, realizada por varias personas encapuchadas a la vez, 
con suma brusquedad, bajo el pretexto de revisarla […].

310.	 Siguiendo el criterio jurisprudencial y normativo que impera tanto en el ámbito del Derecho Penal Internacional 
como en el Derecho Penal comparado, el Tribunal considera que la violación sexual no implica necesariamente 
una relación sexual sin consentimiento, por vía vaginal, como se consideró tradicionalmente. Por violación 
sexual también debe entenderse actos de penetración vaginales o anales, sin consentimiento de la víctima, 
mediante la utilización de otras partes del cuerpo del agresor u objetos, así como la penetración bucal mediante 
el miembro viril.

311.	 La Corte reconoce que la violación sexual de una detenida por un agente del Estado es un acto especialmente 
grave y reprobable, tomando en cuenta la vulnerabilidad de la víctima y el abuso de poder que despliega el 
agente. Asimismo, la violación sexual es una experiencia sumamente traumática que puede tener severas 
consecuencias y causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima “humillada física y emocionalmente”, 
situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo que acontece en otras  
experiencias traumáticas. 

312.	 Con base en lo anterior, y tomando en cuenta lo dispuesto en el artículo 2 de la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura, este Tribunal concluye que los actos de violencia sexual a que fue sometida una 
interna bajo supuesta “inspección” vaginal dactilar […] constituyeron una violación sexual que por sus efectos 
constituye tortura. Por lo tanto, el Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal 
consagrado en el artículo 5.2 de la Convención Americana, así como por la violación de los artículos 1, 6 y 8 de 
la referida Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de la interna indicada 
en el Anexo 2 de víctimas de la presente Sentencia que para estos efectos forma parte de la misma.

313.	 La Relatora Especial de la ONU para la Violencia contra las Mujeres ha establecido, refiriéndose a la violencia 
contra las mujeres en el contexto de un conflicto armado, que la “[l]a agresión sexual a menudo se considera 
y practica como medio para humillar al adversario” y que “las violaciones sexuales son usadas por ambas  
partes como un acto simbólico” 27. Este Tribunal reconoce que la violencia sexual contra la mujer tiene 
consecuencias físicas, emocionales y psicológicas devastadoras para ellas, que se ven agravadas en los casos de 
mujeres detenidas. 

331.	 También afectó a las mujeres la desatención de sus necesidades fisiológicas [...]. El Comité Internacional de 
la Cruz Roja ha establecido que el Estado debe asegurar que “las condiciones sanitarias [en los centros de 
detención] sean adecuadas para mantener la higiene y la salud [de las prisioneras], permitiéndoles acceso 
regular a retretes y permitiéndoles que se bañen y que limpien su ropa regularmente”28. Asimismo, dicho 
Comité también determinó que se deben realizar arreglos especiales para las detenidas en período menstrual, 
embarazadas, o acompañadas por sus hijos. La comisión de esos excesos causó sufrimiento especial y adicional 
a las mujeres detenidas.

332.	 Quedó probado que en el caso de las internas Eva Challco y Sabina Quispe Rojas el Estado desatendió sus 
necesidades básicas de salud pre natal, y que con respecto a la última tampoco le brindó atención médica post 
natal […], lo cual implicó una violación adicional a la integridad personal de éstas.

27	 Cfr. O.N.U., Comisión de Derechos Humanos, 54º período de sesiones. Informe presentado por la Sra. Radhika Coomaraswamy, Relatora Especial 
sobre la violencia contra la mujer, con inclusión de sus causas y consecuencias, de conformidad con la resolución 1997/44 de la Comisión. Doc. E/
CN.4/1998/54 del 26 de enero de 1998, párrs. 12 y 13.

28	 Cfr. International Committee of the Red Cross. Women Facing War: ICRC Study on the Impact of Armed Conflict on Women, 2001, sec. III, ref. 0798 
y disponible a http://www.icrc.org. En el mismo sentido, cfr. O.N.U., Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, Adoptadas por el Primer 
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo 
Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977, párrs. 15-19. 
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Asunto Centro Penitenciario de la Región Centro Occidental: Cárcel de Uribana respecto de Venezuela. 
Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 2 de febrero de 200729.

RESUELVE: 

2. 	 Requerir al Estado que, además de las medidas de implementación inmediata ordenadas en el punto resolutivo 
anterior, adopte las medidas pertinentes para adecuar la situación descrita a las normas internacionales 
aplicables en materia de tratamiento de personas privadas de libertad, en particular: 
[…]
d) separar a los internos hombres de las internas mujeres;

Asunto Centro Penitenciario de la Región Andina respecto de Venezuela. Resolución de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos del 6 de septiembre de 201230.

14. 	 En el contexto de las presentes medidas provisionales, la Corte considera oportuno enfatizar la obligación de 
los Estados de tomar en consideración la atención especial que deben recibir las mujeres privadas de libertad 
embarazadas y en lactancia durante su detención. Asimismo, es deber del Estado proteger a las mujeres contra 
toda forma de discriminación y violencia, más aún cuando se encuentran bajo la custodia estatal, razón por la 
cual deben estar separadas de los hombres y ser vigiladas por personal femenino.

2.2.	 Niños, niñas y adolescentes privados de libertad

Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004.

160.	 En materia de derecho a la vida, cuando el Estado se encuentra en presencia de niños privados de libertad, como 
ocurre mayormente en el presente caso, tiene, además de las obligaciones señaladas para toda persona, una 
obligación adicional establecida en el artículo 19 de la Convención Americana. Por una parte, debe asumir su 
posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar medidas especiales orientadas 
en el principio del interés superior del niño. Por otra, la protección de la vida del niño requiere que el Estado se 
preocupe particularmente de las circunstancias de la vida que llevará mientras se mantenga privado de libertad, 
puesto que ese derecho no se ha extinguido ni restringido por su situación de detención o prisión […].

161.	 En este sentido, los artículos 6 y 27 de la Convención sobre los Derechos del Niño incluyen en el derecho a la 
vida la obligación del Estado de garantizar “en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del 
niño”. El Comité de Derechos del Niño ha interpretado la palabra “desarrollo” de una manera amplia, holística, 
que abarca lo físico, mental, espiritual, moral, psicológico y social. Mirado así, un Estado tiene, respecto de 
niños privados de libertad y, por lo tanto, bajo su custodia, la obligación de, inter alia, proveerlos de asistencia 
de salud y de educación, para así asegurarse de que la detención a la que los niños están sujetos no destruirá sus 
proyectos de vida. En este sentido, las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados 
de Libertad establecen que:

13.	 No se deberá negar a los menores privados de libertad, por razón de su condición, los derechos 
civiles, económicos, sociales o culturales que les correspondan de conformidad con la legislación 
nacional o el derecho internacional y que sean compatibles con la privación de la libertad.

162.	 En íntima relación con la calidad de vida, están las obligaciones del Estado en materia de integridad personal 
de niños privados de libertad. La calificación de penas o tratos como crueles, inhumanos o degradantes debe 
considerar necesariamente la calidad de niños de los afectados por ellos. 

29	 La cárcel de Uribana ubicada en la ciudad de Barquisimeto, Estado Lara, presenta una ausencia de un sistema adecuado de control de la seguridad del 
establecimiento, existiendo un ambiente imperante de violencia. Esto debido, entre otros, a la poca cantidad de funcionarios (uno por cada 181 reclusos), 
lo que aumenta la inseguridad. Entre enero de 2006 y enero de 2007 se han producido 80 muertes violentas y 213 heridos, en su mayoría por arma blanca 
y arma de fuego. Durante enero de 2007 se ha producido hechos de violencia que han dejado 18 muertos y al menos 15 heridos. 

30	 El CEPRA (Centro Penitenciario de la Región Andina) está ubicado en el Municipio de Sucre, estado de Mérida. En la actualidad existen 30 funcionarios 
civiles encargados de la custodia interna. Se han registrado un gran número de hechos violentos en lo que va del año (2012). El 9 de enero de 2012 habría 
sido asesinado un interno, mientras que en la tárdelos recursos habrían tomado por la fuerza el pabellón de mujeres, secuestrando a 100 reclusas y 3 
funcionarios de la Guardia Nacional habrían sido heridos. El 4 de marzo de 2012 se habría producido un enfrentamiento a tiros entre los internos del 
pabellón 1 y 2, resultado en 8 heridos y 9 fallecidos. 
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163.	 En consonancia con lo dicho anteriormente, las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración 
de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing) disponen que:

Los menores confinados en establecimientos penitenciarios recibirán los cuidados, la protección y 
toda la asistencia necesaria –social, educacional, profesional, sicológica, médica y física– que puedan 
requerir debido a su edad, sexo y personalidad y en interés de su desarrollo sano31.

164.	 En este caso en concreto la Corte debe establecer si el Estado, en cumplimiento de su posición de garante, 
adoptó las iniciativas para garantizar a todos los internos del Instituto, adultos y niños, una vida digna con el 
objeto de fortalecer su proyecto de vida, a pesar de su encierro.

172.	 El Tribunal debe establecer ahora si el Estado cumplió, respecto de los niños, con las obligaciones adicionales 
que emergen de los artículos 4, 5 y 19 de la Convención Americana, a la luz del corpus juris internacional 
existente sobre la especial protección que éstos requieren, entre las cuales se encuentran la disposición del 
artículo 5.5 de la Convención Americana que obliga a los Estados a mantener a los niños privados de libertad 
separados de los adultos y, como se dijo anteriormente […], la especial supervisión periódica en el ámbito 
de la salud y la implementación de programas de educación, derivadas de una correcta interpretación del  
artículo 4 de la Convención, a la luz de las disposiciones pertinentes de la Convención sobre los Derechos del 
Niño y el artículo 13 del Protocolo Adicional a la Convención Americana en Materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, que el Paraguay ratificó el 3 de junio de 1997 y que entró en vigencia internacional el 16 de 
noviembre de 1999. Estas medidas adquieren fundamental importancia debido a que los niños se encuentran 
en una etapa crucial de su desarrollo físico, mental, espiritual, moral, psicológico y social que impactará de una 
u otra forma su proyecto de vida.

173.	 Ha quedado demostrado en este caso […], que los niños internos en el Instituto no tuvieron siquiera la atención 
de salud adecuada que se exige para toda persona privada de libertad y, por lo tanto, tampoco la supervisión 
médica regular que asegure a los niños un desarrollo normal, esencial para su futuro.

174.	 Está también probado que el Estado no brindó a los niños internos la educación que éstos requerían y a la cual 
aquél estaba obligado, tanto en razón de la protección del derecho a la vida entendido en el sentido señalado 
anteriormente, como por la disposición del artículo 13 del Protocolo Adicional a la Convención Americana en 
Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. El programa educativo que se ofrecía en el Instituto 
era deficiente, ya que carecía de maestros y recursos adecuados […]. Este incumplimiento del Estado causa 
consecuencias todavía más serias cuando los niños privados de libertad provienen de sectores marginales de 
la sociedad, como ocurre en el presente caso, pues ello les limita sus posibilidades de reinserción efectiva en la 
sociedad y el desarrollo de sus proyectos de vida. 

175.	 En cuanto al cumplimiento de la disposición del artículo 5.5 de la Convención, ha quedado establecido […] 
que en diversas oportunidades algunos internos fueron trasladados como castigo o por necesidad del Instituto 
a las penitenciarías de adultos y compartían espacio físico con éstos, situación que exponía a los niños a 
circunstancias que son altamente perjudiciales para su desarrollo y los hace vulnerables ante terceros que, por 
su calidad de adultos, pueden abusar de su superioridad.

176.	 A la luz del escrito de contestación de la demanda, en donde el Estado se allanó respecto de su responsabilidad 
en relación con “las condiciones de detención incompatibles con la dignidad personal”, y de lo anteriormente 
expuesto en este capítulo, puede concluirse que el Estado no cumplió efectivamente con su labor de garante 
en esta relación especial de sujeción Estado – adulto/niño privado de libertad, al no haber tomado las 
medidas positivas necesarias y suficientes para garantizarles condiciones de vida digna a todos los internos y 
tomar las medidas especiales que se requerían para los niños. Más aun, fue el Estado quien permitió que sus 
agentes amenazaran, afectaran, vulneraran o restringieran derechos que no podían ser objeto de ningún tipo 
de limitación o vulneración, exponiendo de manera constante a todos los internos del Instituto a un trato 
cruel, inhumano y degradante, así como a condiciones de vida indigna que afectaron su derecho a la vida, su 
desarrollo y sus proyectos de vida, configurándose de este modo una violación de los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 5.6 
de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, y respecto de los niños, leídos también 

31	 Regla 26.2 de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing), adoptadas por la Asamblea 
General en su resolución 40/33 de 28 de noviembre de 1985.
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a la luz del artículo 19 de la misma Convención. Estas violaciones fueron cometidas en perjuicio de todos los 
internos del Instituto entre el 14 de agosto de 1996 y el 25 de julio de 2001, quienes figuran en la lista presentada 
por la Comisión el 19 de noviembre de 2002 […], la cual se anexa a la presente Sentencia. 

188.	 Los heridos en los incendios que lograron sobrevivir experimentaron un intenso sufrimiento moral y físico y, 
además, algunos de ellos siguen padeciendo secuelas corporales y/o psicológicas […]. Las quemaduras, heridas 
e intoxicaciones de humo que sufrieron los niños más arriba individualizados a causa de dichos siniestros, 
ocurridos bajo la custodia y supuesta protección del Estado, y las secuelas de las mismas, constituyen tratos en 
violación de los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en conexión con los artículos 1.1 y 19 de la 
misma, en perjuicio de las personas ya señaladas […].

Asunto de los Niños y Adolescentes Privados de Libertad en el “Complexo do Tatuapé” da FEBEM respecto 
Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 30 de noviembre de 200532.

Considerando:

6. 	 […] Además, “[e]n todos los lugares donde haya menores detenidos, deberá llevarse un registro completo y 
fiable de la siguiente información relativa a cada uno de los menores admitidos: a) Datos relativos a la identidad 
del menor; b) Las circunstancias del internamiento, así como sus motivos y la autoridad […] que [lo] ordenó; 
c) El día y hora del ingreso, el traslado y la liberación; d) Detalles de la notificación de cada ingreso, traslado 
o liberación del menor a los padres o tutores a cuyo cargo estuviese en el momento de ser internado”33. Es 
por ello que este Tribunal considera que el Estado deberá presentar, en su primer informe sobre las medidas 
provisionales adoptadas […], la lista de todos los adolescentes internos en el “Complexo do Tatuapé”, quienes 
son beneficiarios de las presentes medidas provisionales. Para esto, es indispensable que el Estado presente […] 
una lista actualizada de todos los jóvenes que residan en dicho centro, de los que sean puestos en libertad y de 
los que ingresen al mismo, e indique el número, nombre y edad de los niños y adolescentes procesados y de 
aquellos cuya situación legal ya ha sido resuelta por el Poder Judicial, y que, además, informe si estos últimos se 
encuentran ubicados físicamente en diferentes sectores. 

9. 	 Que la protección de la vida del niño “requiere que el Estado se preocupe particularmente de las circunstancias 
de la vida que llevará mientras se mantenga privado de libertad, puesto que ese derecho no se ha extinguido ni 
restringido por su detención o prisión”34.

12. 	 Que el Estado debe adoptar de forma inmediata las medidas necesarias para evitar en forma eficiente y definitiva 
la violencia en el “Complexo do Tatuapé”, de tal suerte que no muera ni se afecte la integridad personal de ningún 
interno. Entre ellas, debe adoptar medidas tendientes a prevenir que en el futuro se desarrollen situaciones de 
amotinamiento u otras que alteren el orden en dicho centro. Al debelar alteraciones al orden público, como las 
acontecidas en el presente caso, el Estado debe hacerlo con apego y en aplicación de la normativa interna en 
procura de la satisfacción del orden público, siempre que esta normativa y las acciones tomadas en aplicación de 
ella se ajusten, a su vez, a las normas de protección de los derechos humanos aplicables a la materia. En efecto, 
como lo ha señalado en ocasiones anteriores, esta Corte reconoce “la existencia de la facultad, e incluso, la 
obligación del Estado de ‘garantizar [la] seguridad y mantener el orden público’. Sin embargo, el poder estatal en 
esta materia no es ilimitado; es preciso que el Estado actúe ‘‘dentro de los límites y conforme a los procedimientos 
que permiten preservar tanto la seguridad pública como los derechos fundamentales de la persona humana”35. 
En este sentido, el Tribunal estima que sólo podrá hacerse uso de la fuerza o de instrumentos de coerción en 
casos excepcionales, cuando se hayan agotado y hayan fracasado todos los demás medios de control.

32	 Los hechos en que se fundamenta la petición de medidas provisionales se deben al riesgo y vulnerabilidad en que se encuentran la vida e integridad 
física de los niños y adolescentes privados de libertad en el Complexo do Tatuapé. FEBEM es una institución dependiente de la Secretaría de Justicia y 
Defensa de la Ciudadanía del Estado de Sao Paulo, y desde 1976 planifica y ejecuta los programas de atención a delincuentes juveniles entre 12 y 18 años 
de edad. Las condiciones presentan graves riesgos, e incluso fallecieron cuatro beneficiarios el año 2004, con posterioridad a que la Comisión otorgara  
medidas cautelares. 

33	 Cfr. Naciones Unidas. Reglas para la protección de los menores privados de libertad adoptadas por la Asamblea General en su resolución 45/113, de 14 
de diciembre de 1990, regla 21.

34	 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 
2004. Serie C No 112, párr. 160. En igual sentido, Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02, del 28 de agosto de 
2002. Serie A No. 17.

35	 Cfr. Corte IDH. Caso de la Cárcel de Urso Branco respecto Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 07 de julio de 2004, 
considerando duodécimo; Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de Septiembre de 2003. Serie C No. 100, párr. 124. 
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13. 	 Que están estrictamente prohibidas todas las medidas disciplinarias que constituyan un trato cruel, inhumano 
o degradante, incluidos los castigos corporales, la reclusión en aislamiento, así como cualquier otra sanción que 
pueda poner en peligro la salud física o mental del menor. 

16. 	 Que para proteger la vida e integridad personal de los niños residentes en el “Complexo do Tatuapé”, debe 
existir, como mínimo, una separación por categorías de edad, naturaleza de la infracción cometida y entre 
jóvenes procesados y aquellos cuya situación ya ha sido resuelta, de manera que los internos pertenecientes 
a categorías diversas deberán ser alojados en diferentes sectores dentro del establecimiento. En consonancia 
con lo dicho anteriormente, “[e]l criterio principal para separar a los diversos grupos de menores privados de 
libertad deberá ser la prestación del tipo de asistencia que mejor se adapte a las necesidades concretas de los 
interesados y la protección de su bienestar e integridad físicos, mentales y morales”36. 

18. 	 Que la problemática de los centros de internación requiere de acciones a mediano y largo plazo, a efectos de 
adecuar sus condiciones a los estándares internacionales sobre la materia. No obstante, los Estados están en la 
obligación de desplegar acciones inmediatas que garanticen la integridad física, psíquica y moral de los internos, 
así como su derecho a la vida y el derecho a gozar las condiciones mínimas de una vida digna, especialmente 
cuando se trata de niños y niñas, quienes requieren una atención especial por parte del Estado.

Asunto de los Niños y Adolescentes Privados de Libertad en el “Complexo do Tatuapé” da FEBEM respecto 
Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 4 de julio de 2006.

Considerando 

10.	 Que la protección de la vida del niño “requiere que el Estado se preocupe particularmente de las circunstancias 
de la vida que llevará mientras se mantenga privado de libertad, puesto que ese derecho no se ha extinguido ni 
restringido por su detención o prisión”37. En ese mismo sentido: Asunto de los Niños y Adolescentes Privados 
de Libertad en el “Complexo do Tatuapé” da FEBEM respecto Brasil. Resolución de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos de 3 de julio de 2007, párr. 8; Asunto de la Unidad de Internación Socioeducativa 
respecto Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 25 de febrero de 2011, 
considerando 1538.

Considerando 

12.	 Que la problemática de los centros de internación requiere de acciones a mediano y largo plazo, a efectos 
de adecuar sus condiciones a los estándares internacionales sobre la materia. No obstante, los Estados están 
en la obligación de desplegar acciones inmediatas que garanticen la integridad física, psíquica y moral de 
los internos, así como su derecho a la vida y el derecho a gozar las condiciones mínimas de una vida digna, 
especialmente cuando se trata de niños y niñas, quienes requieren una atención especial por parte del Estado.  
En el mismo sentido: Asunto de los Niños y Adolescentes Privados de Libertad en el “Complexo do Tatuapé” 
da FEBEM respecto Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 3 de julio de 
2007, párr. 10.

13. 	 Que la Corte considera que es preciso que el Estado implemente y adopte, en forma inmediata y efectiva, todas 
las medidas necesarias para asegurar el pleno ejercicio de los derechos a la vida y la integridad personal de los 
adolescentes internos en el “Complexo do Tatuapé”, para que hechos como los descritos no se repitan. No basta 
con la adopción, por parte del Estado, de determinadas medidas de protección, sino que se requiere que éstas y 
su implementación sean eficaces. 

36	 Cfr. Naciones Unidas. Reglas para la protección de los menores privados de libertad, adoptadas por la Asamblea General en su resolución 45/113, de 14 
de diciembre de 1990 regla 28.

37	 Cfr. Corte IDH. Caso de los Niños y Adolescentes Privados de Libertad en el “Complexo do Tatuapé” de FEBEM respecto Brasil. Resolución de la Corte 
de 30 de noviembre de 2005, considerando noveno; Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, párr. 160. En igual sentido, Condición 
Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02.

38	 El 30 de diciembre de 2010, la Comisión IDH sometió a la Corte IDH la solicitud de otorgar medidas provisionales, para preservar la vida y la integridad 
personal de los niños y adolescentes privados de libertad y de otras personas que se encuentran en la Unidad de Internación Socioeducativa ubicada en 
el municipio de Cariacica, estado de Espirito Santo. 
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Asunto de los Niños y Adolescentes Privados de Libertad en el “Complexo do Tatuapé” da FEBEM respecto 
Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 25 de noviembre de 2008.

Considerando:

12. 	 Que el Estado tiene, respecto de todas las personas bajo su jurisdicción, las obligaciones generales de respetar y 
garantizar el pleno goce y ejercicio de sus derechos, que se imponen no sólo en relación con el poder del Estado 
sino también frente a actuaciones de terceros particulares. De estas obligaciones generales derivan deberes 
especiales, determinables en función de las particulares necesidades de protección del sujeto de derecho, ya 
sea por su condición personal –en el presente asunto por tratarse de niños y adolescentes– o por la situación 
específica en que se encuentre, como es el caso de la detención. La Corte ha señalado la especial posición 
de garante que adquiere el Estado frente a las personas detenidas, a raíz de la particular relación de sujeción 
existente entre el interno y el Estado. En dicha situación el deber estatal general de respetar y garantizar los 
derechos adquiere un matiz particular que obliga al Estado a brindar a los internos, “con el objetivo de proteger 
y garantizar [su] derecho a la vida y a la integridad personal, […] las condiciones mínimas compatibles con su 
dignidad mientras permanecen en los centros de detención”39. El Tribunal también ha manifestado que “cuando 
el Estado se encuentra en presencia de niños privados de libertad […], debe asumir su posición especial de 
garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar medidas especiales orientadas en el principio del 
interés superior del niño”40. 

14. 	 Que este Tribunal observa que la mejora y corrección de la situación de todas las unidades que componen la 
Fundação CASA es un proceso que requerirá por parte del Estado la adopción de medidas a corto, mediano 
y largo plazo para enfrentar los problemas estructurales que afectan a todos los niños y adolescentes que allí 
cumplen medidas socio-educativas. El deber de adoptar tales medidas deriva de las obligaciones generales 
de respeto y garantía de los derechos, adquiridas por el Estado al ratificar la Convención Americana. La 
compatibilidad de las medidas adoptadas con los estándares de protección fijados por el sistema interamericano 
debe ser evaluada en el momento apropiado, es decir, en la etapa de fondo del caso 12.328, actualmente en 
conocimiento de la Comisión Interamericana.

Asunto de la Unidad de Internación Socioeducativa respecto de Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos de 01 de septiembre de 2011.

Considerando:

10. 	 La Corte Interamericana valora las distintas iniciativas llevadas adelante por el Estado con el fin de implementar 
las medidas provisionales dispuestas oportunamente y mejorar la situación en la Unidad de Internación 
Socioeducativa. En particular, este Tribunal destaca la adopción de un acuerdo interinstitucional que establece 
acciones a desarrollar, instituciones responsables y plazos, el cual se encontraría en pleno desarrollo, así como la 
elaboración de un protocolo de procedimientos para la atención socioeducativa de los niños. Adicionalmente, el 
Tribunal resalta la implementación de acciones de capacitación dirigidas a diversos funcionarios, la disminución 
sustancial de la población de la UNIS así como la mejora de las instalaciones físicas. Finalmente, la Corte toma 
nota de la invitación realizada por Brasil […] para una visita a este centro de internación. 

19. 	 A criterio de este Tribunal los alegados hechos de violencia evidencian la persistencia de la situación de extrema 
gravedad y urgencia y que si bien han habido mejoras en la situación general de la UNIS y que Brasil se encuentra 
implementando diversas medidas para superar la situación de riesgo de los beneficiarios, las recientes denuncias 
de tortura y demás agresiones, atribuidas a agentes estatales u otros internos del mismo centro, representan una 
situación de riesgo inminente para la vida y la integridad personal de los niños privados de libertad y demás 
beneficiarios en la Unidad de Internación Socioeducativa. La Corte reitera que el Estado debe brindar a los 
beneficiarios la debida protección a su integridad personal, de conformidad con lo ordenado mediante las 
presentes medidas provisionales, teniendo en su caso especial atención en razón de su condición de niños.

39	 Cfr. Caso Instituto de Reeducación del Menor Vs. Paraguay., párr. 159; Corte IDH. Asunto de la Cárcel de Urso Branco respecto Brasil, Considerando 
décimo noveno; Corte IDH. Asunto del Internado Judicial Capital El Rodeo I y El Rodeo II respecto Venezuela. Resolución de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos de 08 de febrero de 2008, Considerando décimo primero. 

40	 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77, 
párr. 146 y 191; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C No. 110, párr. 
124, 163 y 164; Corte IDH. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, párr. 160. 
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20. 	 La Corte recuerda que las acciones de los agentes de seguridad estatales, especialmente aquellas dirigidas al 
mantenimiento de la disciplina o a la realización de traslados, deben ser practicadas con estricto respeto a los 
derechos humanos de las personas privadas de libertad y con el debido cuidado para impedir actos de fuerza 
innecesarios. En particular, este Tribunal recuerda que los niños y adolescentes beneficiarios de las presentes 
medidas son aquellos que desde la fecha de adopción de las presentes medidas provisionales, se encuentran 
privados de libertad, y que dichas medidas se adoptaron por la situación particular informada en la Unidad 
de Internación Socioeducativa, sin perjuicio que algunos de esos beneficiarios hayan cambiado el lugar de 
privación de libertad. Respecto de las personas que han sido trasladadas a otros centros de internación, el 
Estado mantiene sus obligaciones generales establecidas en el artículo 1.1 de la Convención Americana de 
respetar y garantizar su derecho a la vida y a la integridad personal […].

Asunto de la Unidad de Internación Socioeducativa respecto de Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos de 26 de abril de 2012.

Considerando:

21. 	 Si bien el Estado se encuentra implementando diversas medidas para superar la situación de riesgo de los 
beneficiarios, los recientes hechos acontecidos en la UNIS, atribuidos presuntamente a agentes estatales u 
otros internos del mismo centro, así como los graves actos de automutilación e intentos de suicidio, continúan 
representando una situación de extrema gravedad, urgencia y de riesgo inminente, los cuales pueden afectar 
directamente la vida y la integridad personal de los beneficiarios de las medidas provisionales. Ante las 
circunstancias del presente asunto, el cual involucra a niños y adolescentes privados de libertad, el Tribunal 
considera que el Estado debe erradicar concretamente los riesgos de atentados contra la vida e integridad 
personal de los internos, tanto en sus relaciones entre sí como por parte de los agentes estatales y garantizar que 
el régimen disciplinario respete sus derechos humanos. 

22. 	 Al respecto, el Tribunal ha señalado que en los casos de niños y adolescentes internados, el Estado “por una 
parte, debe asumir su posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar medidas 
especiales orientadas en el principio del interés superior del niño y adolescente. Asimismo, la protección de la 
vida del niño y adolescente requiere que el Estado se preocupe particularmente de las circunstancias de la vida 
que llevará mientras se mantenga privado de libertad”41. Por otra parte, la Corte ha desarrollado ampliamente 
las obligaciones del Estado de protección contra los malos tratos a las personas detenidas. En específico, el 
Tribunal se ha referido a la prohibición de utilizar malos tratos como métodos para imponer disciplina a 
menores internos. No obstante, la Corte toma nota que si bien el Comité de los Derechos del Niño de Naciones 
Unidas no rechaza el concepto positivo de disciplina, en circunstancias excepcionales el uso de la fuerza con 
el fin de protección debe regirse bajo el principio del uso mínimo necesario de la misma por el menor tiempo 
posible y con el debido cuidado para impedir actos de fuerza innecesarios. Por tanto, la eliminación de castigos 
violentos y humillantes de los niños es una obligación inmediata e incondicional de los Estados Partes. En 
razón de lo anterior, están estrictamente prohibidas todas las medidas disciplinarias que constituyan un trato 
cruel, inhumano o degradante, incluidos los castigos corporales, la reclusión en aislamiento, así como cualquier 
otra sanción que pueda poner en peligro la salud física o mental del menor. En el mismo sentido: Asunto de 
la Unidad de Internación Socioeducativa respecto de Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos de 20 de noviembre de 2012, considerando 20.

24. 	 Por todo lo anterior, la Corte considera necesario mantener las presentes medidas provisionales, a fin de 
proteger la integridad psico-física de los niños y adolescentes privados de libertad en la Unidad de Internación 
Socioeducativa y de las otras personas que se encuentren en dicho establecimiento. Por tanto, el Estado debe 
continuar realizando las gestiones pertinentes para que las medidas provisionales en el presente asunto se 
planifiquen e implementen con la participación de los representantes de los beneficiarios, de manera tal que 
las referidas medidas se brinden en forma diligente y efectiva. La Corte destaca que resulta imprescindible 
garantizar el acceso de los representantes a la UNIS y la participación positiva del Estado y de aquellos en la 
implementación de las presentes medidas provisionales.

41	 Cfr. Corte IDH. Asunto de la Unidad de Internación Socioeducativa, Considerando decimoquinto. [Ver también, Condición Jurídica y Derechos 
Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. Serie A No. 16, párr. 56 y 60.]
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Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo 
de 201342.

188.	 Así, la Corte recuerda que, frente a personas privadas de libertad, el Estado se encuentra en una posición 
especial de garante, toda vez que las autoridades penitenciarias ejercen un fuerte control o dominio sobre las 
personas que se encuentran sujetas a su custodia, más aún si se trata de niños. De este modo, se produce una 
relación e interacción especial de sujeción entre la persona privada de libertad y el Estado, caracterizada por 
la particular intensidad con que el Estado puede regular sus derechos y obligaciones y por las circunstancias 
propias del encierro, en donde al recluso se le impide satisfacer por cuenta propia una serie de necesidades 
básicas que son esenciales para el desarrollo de una vida digna.

191.	 Por otro lado, la Corte reitera que frente a niños, niñas y adolescentes privados de la libertad, el Estado debe 
asumir una posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar medidas especiales 
orientadas en el principio del interés superior del niño […]. La condición de garante del Estado con respecto al 
derecho a la integridad personal le obliga a prevenir situaciones que pudieran conducir, por acción u omisión, 
a la afectación de aquél. En este sentido, el Tribunal recuerda que la Convención sobre los Derechos del Niño 
reconoce “el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento 
de las enfermedades y la rehabilitación de la salud”, y compromete a los Estados a esforzarse “por asegurar que 
ningún niño sea privado de su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios”43.

192.	 En este caso, la Corte considera que Lucas Matías Mendoza debió disfrutar de las protecciones mayores que 
le correspondían por su condición de menor de edad privado de la libertad. Sin embargo, se desprende del 
expediente que el niño Mendoza fue diagnosticado por primera vez por el “pelotazo” en su ojo izquierdo el 
18 de agosto de 1998, es decir, dieciocho días después de haber recibido el golpe […]. Lucas Matías Mendoza 
fue examinado nuevamente un año más tarde, el 31 de agosto de 1999, una vez sentenciado y trasladado 
al “Complejo Federal para Jóvenes Adultos (U.24)”. En esa oportunidad, el médico que lo examinó sugirió 
“extremar los cuidados en lo referente a la actividad física del interno, como así también el lugar de alojamiento, 
evitando al máximo la posibilidad de eventualidades que puedan empeorar el escaso capital visual con que 
c[ontaba]” […]. Sin embargo, no fue sino hasta el 30 de abril de 2003, casi cuatro años después, en que Lucas 
Matías Mendoza fue atendido otra vez […]. Consta en el expediente, además, que fue examinado nuevamente 
en octubre de 2005, es decir, dos años y medio más tarde, y otra vez un año y nueve meses después, en julio de 
2007 […]. En esta última ocasión se reiteró que Lucas Matías Mendoza requeriría controles periódicos […]. 
Finalmente, la Corte observa que también fue examinado el 6 de mayo de 2011, es decir, cuatro años más tarde, 
y que fue a partir del informe resultante que el Juzgado Nacional de Ejecución Penal No. 2 ordenó su detención 
domiciliaria a fin de garantizarle el derecho a la salud. Dicho informe recomendó, entre otros, la provisión de 
“anteojos con lentes orgánicas” para el “único ojo funcionalmente útil” del interno, es decir, su ojo derecho […]. 

195.	 En virtud de lo expuesto […], la Corte considera que el Estado violó los derechos reconocidos en los artículos 
5.1, 5.2 y 19 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Lucas 
Matías Mendoza, por la falta de atención médica adecuada durante el tiempo en que estuvo detenido en el 
Instituto de Menores Dr. Luis Agote y en diversos centros de detención federales entre los años 1998 y 2011.

42	  César Alberto Mendoza, Claudio David Núñez, Lucas Matías Mendoza, Saúl Roldán y Ricardo David Videla Fernández crecieron en barrios marginales, 
en una situación de exclusión y gran vulnerabilidad socioeconómica, con carencias materiales que condicionaron su desarrollo integral. Todos ellos 
fueron condenados a penas de privación perpetua de la libertad por delitos cometidos antes de haber alcanzado la mayoría de edad, con base en la Ley 
22.278, relativa al Régimen Penal de la Minoridad, la cual data de la época de la dictadura argentina y tiene alcance nacional.

	 El 12 de abril de 1999 Claudio David Núñez y Lucas Matías Mendoza fueron procesados conjuntamente por el Tribunal Oral de Menores No. 1 de la 
Capital Federal y fueron condenados a reclusión perpetua y prisión perpetua respectivamente. Ese mismo año el 28 de octubre el Tribunal Oral de 
Menores No. 1 de la Capital Federal impuso a César Alberto Mendoza la pena de prisión perpetua, por delitos cometidos cuando eran menores de 18 años.  
Por otro lado, el 8 de marzo de 2002 el Tribunal en lo Penal de Menores de Mendoza condenó a Saúl Cristian Roldán Cajal a la pena de prisión perpetua. 
El 5 de noviembre de 2002 la Quinta Cámara en lo Criminal del Poder Judicial de Mendoza resolvió unificar las penas. Asimismo, el 28 de noviembre de 
2002 el Tribunal en lo Penal de Menores de Mendoza declaró la responsabilidad penal de Ricardo David Videla Fernández y le impuso la pena de prisión 
perpetua por delitos cometidos cuando era menor de 18 años. Los representantes de los condenados interpusieron, en diferentes fechas, una serie de 
recursos de casación y quejas en los que solicitaban la revisión de las sentencias condenatorias. Los recursos fueron desestimados. 

	 El 31 de julio de 1998, a los 17 años de edad, y durante su permanencia en el Instituto de Menores Dr. Luis Agote, Lucas Matías Mendoza recibió 
un “pelotazo” en el ojo izquierdo. A pesar de la gravedad de la lesión, no recibió tratamiento médico oportuno lo que conllevó a que su lesión fuese 
irreversible. El 21 de julio de 2005, Ricardo Videla falleció a los 20 años de edad. Fue encontrado colgado en su celda del Centro de Seguridad de la 
Penitenciaría de Mendoza. El Estado no realizó las investigaciones pertinentes para esclarecer los hechos. El 13 de diciembre de 2007, Lucas Matías 
Mendoza y Claudio David Núñez fueron agredidos por integrantes del cuerpo de requisa del Complejo Penitenciario Federal I. En 2008, el Fiscal Federal 
Subrogante solicitó la reserva del archivo del caso, pues no era posible identificar a los agresores. 

43	 Cfr. Convención de los Derechos del Niño. Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General de Naciones Unidas en su Resolución 
44/25, de 20 de noviembre de 1989, Artículo 24.1.
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Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad de protección internacional. 
Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 201444.

204.	 Por otro lado, los Estados tienen la obligación de garantizar a todas las niñas y los niños cuya libertad se ve 
restringida por asuntos migratorios el derecho a la defensa a través del ofrecimiento de servicios estatales de 
representación legal. Específicamente, es necesario que los Estados brinden a las niñas y niños privados de 
libertad acceso rápido y gratuito a un representante legal que le brinde asistencia jurídica. La Corte considera 
que la asistencia jurídica debe ser ejercida por un profesional del derecho para poder satisfacer los requisitos de 
una defensa técnica a través de la cual se asesore a la persona sometida a proceso, inter alia, sobre la posibilidad 
de ejercer recursos contra actos que afecten derechos.

Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de agosto de 201445.

198.	 En cuanto al derecho a la integridad personal, la Corte ha señalado que el Estado es responsable, en su condición 
de garante de los derechos consagrados en la Convención, de la observancia del derecho a la integridad 
personal de todo individuo que se halla bajo su custodia. Así, este Tribunal reitera que, como responsable de los 
establecimientos de detención y reclusión, el Estado tiene el deber de salvaguardar la salud y el bienestar de las 
personas privadas de libertad, y de garantizar que la manera y el método de privación de libertad no excedan 
el nivel inevitable de sufrimiento inherente a la detención. Asimismo, la jurisprudencia de este Tribunal ha 
señalado que siempre que una persona es privada de la libertad en un estado de salud normal y posteriormente 
aparece con afectaciones a su salud, corresponde al Estado proveer una explicación satisfactoria y convincente de 
esa situación y desvirtuar las alegaciones sobre su responsabilidad, mediante elementos probatorios adecuados. 
En circunstancias particulares, “la falta de tal explicación [podría llevar] a la presunción de responsabilidad 
estatal por las lesiones que exhibe una persona que ha estado bajo la custodia de agentes estatales”46. 

199.	 En similar sentido, el Comité de Derechos Humanos ha reafirmado que se presume la responsabilidad del 
Estado por el deterioro que pueda sufrir una persona en custodia, en el sentido que la carga probatoria no 
recae exclusivamente sobre el accionante, teniendo en cuenta que tanto el accionante como el Estado no 
tienen el mismo acceso a la evidencia. Frecuentemente, solo el Estado tiene acceso a información sustancial 
en circunstancias de detención. El Estado tiene una obligación de investigar en buena fe las denuncias de 
violaciones de Derechos Humanos por las que se le acusa, especialmente cuando dichas denuncias están 
corroboradas por evidencia presentada por el accionante. En los casos donde la clarificación de los hechos 
recaiga exclusivamente sobre el Estado, el Comité puede llegar a considerar las denuncias como probadas en la 
ausencia de evidencia o explicación satisfactoria que pueda refutar las pretensiones de los demandantes.

44	 El 7 de julio de 2011 la República Argentina, la República Federativa de Brasil, la República del Paraguay y la República Oriental del Uruguay, las cuales 
en adelante se denominarán en conjunto “los Estados solicitantes”, con fundamento en el artículo 64.1 de la Convención Americana y de conformidad 
con lo establecido en los artículos 70.1 y 70.2 del Reglamento, presentaron una solicitud de Opinión Consultiva sobre niñez migrante a fin de que el 
Tribunal “determin[e] con mayor precisión cuáles son las obligaciones de los Estados con relación a las medidas pasibles de ser adoptadas respecto de 
niñas y niños, asociada a su condición migratoria, o a la de sus padres, a la luz de la interpretación autorizada de los artículos 1.1, 2, 4.1, 5, 7, 8, 11, 17, 19, 
22.7, 22.8, 25 y 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y los artículos 1, 6, 8, 25 y 27 de la Declaración Americana de [los] Derechos 
y Deberes del Hombre y el artículo 13 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura”.

45	 Al momento de la ocurrencia de los hechos existía una seria problemática de abusos policiales en diversos estados de Venezuela, incluyendo el estado 
de Aragua y que los hermanos Igmar Alexander y Eduardo José, ambos de apellidos Landaeta Mejías, de 18 y 17 años de edad respectivamente, tras 
amenazas y hostigamientos, perdieron la vida con motivo de actuaciones de los funcionarios del Cuerpo de Seguridad y Orden Público del estado de 
Aragua (CSOP). En este sentido, el 17 de noviembre de 1996, Igmar Alexander Landaeta Mejías falleció a causa de dos impactos de bala, en el marco de 
un presunto enfrentamiento con agentes policiales de inteligencia, quienes tras dichos eventos trasladaron su cuerpo al Centro Ambulatorio Tipo III de 
Turmero y luego se retiraron sin identificarse. Respecto de Eduardo José Landaeta Mejías, de 17 años de edad, la Corte corroboró que el 29 de diciembre 
de 1996, es decir un mes y medio después de la muerte de su hermano, fue detenido por agentes del CSOP del estado de Aragua, y llevado al Cuartelito 
del Barrio de San Carlos, en relación con una supuesta averiguación que se instruía ante la Seccional de Mariño, y posteriormente trasladado al Cuartel 
Central. Luego de ello, falleció en custodia de policías del CSOP del estado de Aragua, durante el traslado del Comando Central de la Policía a la Seccional 
de Mariño, luego de haber estado detenido por un periodo mayor a 38 horas. El protocolo de autopsia identificó la existencia de lesiones adicionales a las 
causadas por los impactos de proyectil. Como consecuencia de ambas muertes se iniciaron investigaciones y procesos penales con el fin de identificar a 
los presuntos responsables e imponer las sanciones correspondientes. Respecto de Igmar Landaeta, se adelantó un proceso penal contra los dos agentes 
policiales que participaron en los hechos. El 13 de octubre de 2000, el Juzgado Segundo del Régimen Procesal Transitorio emitió sentencia de primera 
instancia en la cual absolvió a uno de ellos y condenó al otro a la pena de 12 años de prisión. La defensa presentó un recurso de apelación contra la 
sentencia condenatoria que fue resuelto por la Corte de Apelaciones, por medio del cual se confirmó la condena dictada por la primera instancia. 
Contra esta sentencia se interpuso un recurso de casación, resuelto por la Sala de Casación del Tribunal Supremo de Justicia, mediante la cual ordenó la 
anulación de la apelación y la reposición de la causa al estado en que la Corte de Apelaciones resolviera el recurso nuevamente. Finalmente, la Corte de 
Apelaciones emitió una nueva sentencia el 10 de noviembre de 2003 en donde se decidió el sobreseimiento del caso a favor del inicialmente condenado. 
La causa fue posteriormente remitida al Archivo Judicial Central.

46	 Cfr. Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo,, párrs. 95 y 17, y Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. 
Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013 Serie C No. 260, párr. 203.
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202.	 En conclusión, si bien no cuenta con elementos para determinar la responsabilidad estatal del artículo 5.2 
de la Convención, motivo de las lesiones encontradas en el cuerpo de Eduardo Landaeta, la Corte observa 
que frente a estos hechos, el Estado no ha brindado una explicación sobre el origen de las mismas. Además, 
frente a las evidencias y denuncia de posibles hechos constitutivos contra la integridad personas, el Estado no 
realizó investigación alguna para esclarecer los hechos y, en su caso, establecer responsabilidad de las personas 
involucradas. 

203.	 Adicionalmente, la Corte estima que la situación de privación arbitraria e ilegal de libertad de Eduardo Landaeta, 
en ausencia de control judicial, aunado a la situación de riesgo puesta en conocimiento de autoridades, así como 
de la muerte de su hermano en manos de agentes del mismo cuerpo policial, hechos que generaron sufrimiento 
y angustia, así como derivaron en su muerte, y tomando en cuenta su condición de menor de edad, evidencian 
la falta de garantía y respeto, por parte del Estado, del derecho a la integridad psíquica y moral , reconocido en 
el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 19 del mismo instrumento, en perjuicio 
de Eduardo Landaeta.

2.3.	 Prisión perpetua y adolescentes privados de libertad

Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 14 de  
mayo de 2013.

162.	 Por lo que respecta particularmente a medidas o penas privativas de la libertad de los niños, aplican 
especialmente los siguientes principios: 1) de ultima ratio y de máxima brevedad, que en los términos del 
artículo 37. b) de la Convención sobre los Derechos del Niño, significa que “[l]a detención, el encarcelamiento 
o la prisión de un niño […] se utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el período más breve 
que proceda”47, 2) de delimitación temporal desde el momento de su imposición, particularmente relacionado 
con los primeros, pues si la privación de la libertad debe ser excepcional y lo más breve posible, ello implica que 
las penas privativas de libertad cuya duración sea indeterminada o que impliquen la privación de dicho derecho 
de forma absoluta no deben ser aplicadas a los niños, y 3) la revisión periódica de las medidas de privación de 
libertad de los niños. Al respecto, si las circunstancias han cambiado y ya no es necesaria su reclusión, es deber 
de los Estados poner a los niños en libertad, aun cuando no hayan cumplido la pena establecida en cada caso 
concreto. A estos efectos, los Estados deben establecer en su legislación programas de libertad anticipada. Sobre 
este punto, el Comité de los Derechos del Niño, con base en el artículo 25 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño, que prevé la revisión periódica de las medidas que implican la privación de libertad, ha establecido 
que “la posibilidad de la puesta en libertad deberá ser realista y objeto de examen periódico”48.

163.	 Con base en lo anterior, y a la luz del interés superior del niño como principio interpretativo dirigido a garantizar 
la máxima satisfacción de sus derechos […], la prisión y reclusión perpetuas de niños son incompatibles con 
el artículo 7.3 de la Convención Americana, pues no son sanciones excepcionales, no implican la privación de 
la libertad por el menor tiempo posible ni por un plazo determinado desde el momento de su imposición, ni 
permiten la revisión periódica de la necesidad de la privación de la libertad de los niños. 

164.	 Por lo tanto, la Corte considera que el Estado violó el derecho reconocido en el artículo 7.3 de la Convención 
Americana en perjuicio de César Alberto Mendoza, Lucas Matías Mendoza, Saúl Cristian Roldán Cajal, Ricardo 
David Videla Fernández y Claudio David Núñez, en relación con los artículos 19 y 1.1 de dicho instrumento, al 
imponerles como sanciones penales la prisión y reclusión perpetuas, respectivamente, por la comisión de delitos 
siendo niños. En relación con lo anterior, el Tribunal observa que en las sentencias dictadas por la Suprema 
Corte de Justicia de Mendoza el 9 de marzo de 2012 a favor de Saúl Cristian Roldán Cajal y por la Sala II de la 
Cámara Federal de Casación Penal el 21 de agosto de 2012 a favor de César Alberto Mendoza, Claudio David 
Núñez y Lucas Matías Mendoza, entre otras consideraciones, se señaló que al imponer la prisión y reclusión 
perpetuas a las víctimas por la comisión de delitos siendo menores de 18 años, los jueces no consideraron 

47	 La regla 5.1 de las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing) señala que: “[e]l sistema 
de justicia de menores hará hincapié en el bienestar de éstos y garantizará que cualquier respuesta a los menores delincuentes será en todo momento 
proporcionada a las circunstancias del delincuente y del delito”. Asimismo, la regla 17.1.a) indica que: “[l]a respuesta que se dé al delito será siempre 
proporcionada, no sólo a las circunstancias y la gravedad del delito, sino también a las circunstancias y necesidades del menor, así como a las necesidades 
de la sociedad”. 

48	 Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 10, Los derechos del niño en la justicia de menores, CRC/C/GC/10, 25 de abril de 2007, párr. 77.
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la aplicación de los principios que se desprenden de la normativa internacional en materia de los derechos  
de los niños.

165.	 La Convención Americana sobre Derechos Humanos no hace referencia a la prisión o reclusión perpetuas. 
No obstante, el Tribunal destaca que, de conformidad con el artículo 5.6 de la Convención Americana,  
“[l]as penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la readaptación social de 
los condenados”. En ese sentido, la Convención sobre los Derechos del Niño prevé que, cuando un niño haya 
sido declarado culpable por la comisión de un delito, tiene derecho a “ser tratado de manera acorde con el 
fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos 
y las libertades fundamentales de terceros y en la que se tengan en cuenta la edad del niño y la importancia 
de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una función constructiva en la sociedad”49. En este 
sentido, la medida que deba dictarse como consecuencia de la comisión de un delito debe tener como finalidad 
la reintegración del niño a la sociedad. Por lo tanto, la proporcionalidad de la pena guarda estrecha relación con 
la finalidad de la misma.

166.	 Con base en lo anterior, de conformidad con el artículo 5.6 de la Convención Americana, el Tribunal considera 
que la prisión y reclusión perpetuas, por su propia naturaleza, no cumplen con la finalidad de la reintegración 
social de los niños. Antes bien, este tipo de penas implican la máxima exclusión del niño de la sociedad, de tal 
manera que operan en un sentido meramente retributivo, pues las expectativas de resocialización se anulan a 
su grado mayor. Por lo tanto, dichas penas no son proporcionales con la finalidad de la sanción penal a niños. 

167.	 Por todo lo anterior […], la Corte estima que el Estado violó en perjuicio de César Alberto Mendoza, Lucas 
Matías Mendoza, Saúl Cristian Roldán Cajal, Ricardo David Videla Fernández y Claudio David Núñez, el 
derecho reconocido en el artículo 5.6 de la Convención Americana, en relación con los artículos 19 y 1.1 de la 
misma, al imponerles como penas la prisión y reclusión perpetuas, respectivamente.

172.	 Este Tribunal destaca que el artículo 5.2 de la Convención Americana dispone que “[n]adie debe ser sometido 
a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada 
con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”. En ese tenor, el artículo 37. a) de la Convención 
sobre los Derechos del Niño establece que los Estados velarán por que “[n]ingún niño sea sometido a torturas 
ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”. La Corte destaca que, enseguida, este artículo 
contempla que “[n]o se impondrá la pena […] de prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos 
cometidos por menores de 18 años de edad”, con lo cual, ese instrumento internacional muestra una clara 
conexión entre ambas prohibiciones.

173.	 Este Tribunal ha establecido que la tortura y las penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes están 
estrictamente prohibidos por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. La prohibición de la tortura 
y las penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes es absoluta e inderogable, aun en las circunstancias más 
difíciles, tales como guerra, amenaza de guerra, lucha contra el terrorismo y cualesquiera otros delitos, estado 
de sitio o de emergencia, conmoción o conflicto interior, suspensión de garantías constitucionales, inestabilidad 
política interna u otras emergencias o calamidades públicas. Además, la Corte ha señalado que las sanciones 
penales son una expresión de la potestad punitiva del Estado e “implican menoscabo, privación o alteración de 
los derechos de las personas, como consecuencia de una conducta ilícita”50.

174.	 En el ámbito del derecho internacional de los derechos humanos, la mayoría de los tratados en la materia sólo 
establecen, mediante fórmulas más o menos similares, que “nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes”51. Sin embargo, el carácter dinámico de la interpretación y aplicación de esta 
rama del derecho internacional ha permitido desprender una exigencia de proporcionalidad de normas que 
no hacen ninguna mención expresa de dicho elemento. La preocupación inicial en esta materia, centrada en la 
prohibición de la tortura como forma de persecución y castigo, así como la de otros tratos crueles, inhumanos y 

49	 Convención sobre los Derechos del Niño. Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General de Naciones Unidas en su  
resolución 44/25, de 20 de noviembre de 1989, artículo 40.1.

50	 Cfr. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie C No. 72 párr. 106, y Caso del Penal 
Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serie C No. 160, párr. 314.

51	 Por ejemplo, el artículo 5.2 de la Convención Americana, artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 3 del Convenio 
Europeo de Derechos Humanos y artículo 5 de la Carta Africana sobre Derechos Humanos y de los Pueblos. 
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degradantes, ha ido extendiéndose a otros campos, entre ellos, los de las sanciones estatales frente a la comisión 
de delitos. Los castigos corporales, la pena de muerte y la prisión perpetua son las principales sanciones que 
son motivo de preocupación desde el punto de vista del derecho internacional de los derechos humanos.  
Por lo tanto, este ámbito no sólo atiende a los modos de penar, sino también a la proporcionalidad de las penas, 
como ya se señaló en esta Sentencia […]. Por ello, las penas consideradas radicalmente desproporcionadas, así 
como aquellas que pueden calificarse de atroces en sí mismas, se encuentran bajo el ámbito de aplicación de las 
cláusulas que contienen la prohibición de la tortura y los tratos crueles, inhumanos y degradantes. Al respecto, 
la Corte observa que, en la sentencia de los casos Harkins y Edwards Vs. Reino Unido, el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos (en adelante, “el Tribunal Europeo”) estableció que la imposición de una pena que adolece 
de grave desproporcionalidad puede constituir un trato cruel y, por lo tanto, puede vulnerar el artículo 3 del 
Convenio Europeo de Derechos Humanos, que corresponde al artículo 5 de la Convención Americana. 

175.	 Anteriormente, en la presente Sentencia ya se indicó que el artículo 13 del Código Penal de la Nación aplicable 
al presente caso señala que las personas condenadas a prisión y reclusión perpetuas pueden obtener la libertad 
una vez que hubieren cumplido veinte años de condena, “por resolución judicial previo informe de la dirección 
del establecimiento bajo las siguientes condiciones […]” […]. La Corte ya determinó que este plazo fijo impide 
el análisis de las circunstancias particulares de cada niño y su progreso que, eventualmente, le permita obtener 
la libertad anticipada en cualquier momento […]. En concreto, no permite una revisión periódica constante de 
la necesidad de mantener a la persona privada de la libertad. Además, en esta Sentencia también ya se estableció 
que la imposición de las penas de prisión y reclusión perpetuas por delitos cometidos siendo menores de 18 
años no consideró los principios especiales aplicables tratándose de los derechos de los niños, entre ellos, los 
de la privación de la libertad como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda. La 
Corte estableció, además, que la prisión perpetua a menores no cumple con el fin de la reintegración social 
previsto por el artículo 5.6 de la Convención […]. En suma, este Tribunal estimó que la prisión y reclusión 
perpetuas no son proporcionales con la finalidad de la sanción penal a menores. 

176.	 Además, en este caso hay que tomar en cuenta que las revisiones de las condenas de César Alberto Mendoza, 
Claudio David Núñez, Lucas Matías Mendoza y Saúl Cristian Roldán Cajal tuvieron lugar luego de 
aproximadamente de 12 años […]. Por otro lado, del expediente ante este Tribunal se desprende que, luego 
de que fue condenado, Ricardo David Videla Fernández estuvo privado de la libertad aproximadamente 
cuatro años hasta su muerte en la Penitenciaría de Mendoza […]. En consecuencia, para todos estos niños, las 
expectativas de libertad eran mínimas pues el artículo 13 del Código Penal de la Nación exigía que cumplieran, 
por lo menos, con 20 años de condena para solicitar la libertad condicional. 

177.	 Cabe señalar que en este caso, la perita Laura Sobredo se refirió a las afectaciones psíquicas y las dificultades 
para la construcción de la personalidad sufridas por Claudio David Núñez, Lucas Matías Mendoza, César 
Alberto Mendoza, Ricardo David Videla Fernández y Saúl Cristian Roldán Cajal a causa de la imposición de la 
pena a perpetuidad por crímenes cometidos siendo niños. La perita expresó que:

“[l]as extremas condiciones a las que todos estos jóvenes se han visto sometidos por parte de las 
instituciones del Estado desde tempranas etapas de sus vidas son un ejemplo claro de la grave dificultad 
o eventualmente la imposibilidad de mantener la integridad psíquica en lo que respecta a la identidad 
y un pavoroso ejemplo de c[ó]mo esta situación puede terminar con la vida humana”52.

178.	 La perita Sobredo manifestó, además, que “[l]a imposición de penas con las características de ilegalidad ha 
sometido, por su sola existencia, a estos jóvenes a un[…] gravísimo obstáculo en la posibilidad de desarrollarse 
en un marco saludable […]”53. Asimismo, durante la audiencia pública del presente caso, el perito Miguel Cillero 
señaló que el “tiempo muy alto para la revisión [de la condena] es considerado en sí mismo un tiempo que 
clausura respecto de cualquier persona, pero más aún del adolescente, la esperanza cierta de rehabilitación y su 
reintegración social”. Asimismo, indicó que “la existencia de esos procedimientos de revisión tan prologando[s] 
en el tiempo, y además de dudosa realización en la práctica y dudoso resultado, producen en el sujeto un 
sufrimiento adicional que se considera ilegítimo y no propio de aquellas penas, del sufrimiento normal de 
una pena, por lo tanto [se encuentran…] dentro de aquellas penas que p[ueden] calificar[se] como crueles, 
inhumanas o degradantes”54.

52	  Cfr. Declaración pericial rendida por Laura Sobredo ante fedatario público el 23 de agosto de 2012 (expediente de fondo, tomo II, folio 1441).
53	  Cfr. Declaración pericial rendida por Laura Sobredo ante fedatario público el 23 de agosto de 2012 (expediente de fondo, tomo II, folio 1440).
54	  Cfr. Declaración pericial rendida por Miguel Cillero ante la Corte Interamericana en la audiencia pública celebrada el 30 de agosto de 2012.
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183.	 De lo anterior, para la Corte es evidente que la desproporcionalidad de las penas impuestas a César Alberto 
Mendoza, Claudio David Núñez, Lucas Matías Mendoza, Saúl Cristian Roldán Cajal y Ricardo David Videla 
Fernández, y el alto impacto psicológico producido, por las consideraciones ya señaladas […], constituyeron 
tratos crueles e inhumanos. Por lo tanto, la Corte considera que el Estado violó los derechos reconocidos en 
los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en relación con los artículos 19 y 1.1. de la misma, en 
perjuicio de César Alberto Mendoza, Claudio David Núñez, Lucas Matías Mendoza, Saúl Cristian Roldán Cajal 
y Ricardo David Videla Fernández. 

187.	 En el presente caso, la Corte considera relevante destacar que, el 31 de julio de 1998, cuando Lucas Matías 
Mendoza recibió el “pelotazo” que le produjo el desprendimiento de retina en el ojo izquierdo, se encontraba 
a la espera de sentencia bajo el sistema tutelar en el Instituto de Menores Dr. Luis Agote y contaba con 17 años 
de edad […]. Al respecto, el Tribunal considera pertinente recordar que toda limitación a la libertad física 
de la persona, así sea una detención con fines tutelares, debe ajustarse estrictamente a lo que la Convención 
Americana y la legislación interna establezcan al efecto, siempre y cuando ésta sea compatible con la Convención. 
Al respecto, cabe señalar que las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de 
libertad establecen que, “[p]or privación de libertad se entiende toda forma de detención o encarcelamiento, así 
como el internamiento en un establecimiento público o privado del que no se permita salir al menor [de edad] 
por su propia voluntad, por orden de cualquier autoridad judicial, administrativa u otra autoridad pública”55.

2.4.	 Migrantes: condiciones de detención

Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 
noviembre de 201056.

206.	 Tanto la Comisión como las representantes argumentaron la obligación del Estado de separar a las personas 
que han cometido infracciones penales de aquellas que son detenidas por cuestiones migratorias. El Estado no 
realizó un alegato específico respecto a este argumento, pero aceptó “la existencia de una seria deficiencia en 
los sistemas de clasificación de la población de privados de libertad”. En lo que respecta al Pabellón 6 del Centro 
Penitenciario La Joyita donde estuvo recluido el señor Vélez Loor, expresó que “es un pabellón [d]e seguridad 
media a baja donde eran ubicadas personas privadas de libertad por las mismas causas que el señor Vélez y otras 
causas que excluían a detenidos co[n]siderados peligrosos”. De igual modo, alegó que la apertura de albergues 
migratorios de la Dirección Nacional de Migración, en donde únicamente se alojan migrantes, garantiza la 
aludida separación.

207.	 Si bien la Corte ya se ha referido a la situación de particular vulnerabilidad en que suelen encontrarse las 
personas migrantes […], en este caso es importante resaltar cómo dicha vulnerabilidad se ve incrementada 
cuando por causa de su sola situación migratoria irregular son privadas de libertad en centros penitenciarios en 
los que son recluidas con personas procesadas y/o sancionadas por la comisión de delitos, como ocurrió en el 
presente caso. Dicha situación hace que los migrantes sean más propensos a sufrir tratos abusivos, pues conlleva 
una condición individual de facto de desprotección respecto del resto de los detenidos. Así, en el marco de sus 
obligaciones de garantía de los derechos reconocidos en la Convención, el Estado debe abstenerse de actuar 
de manera tal que propicie, estimule, favorezca o profundice esa vulnerabilidad y ha de adoptar, cuando sea 
pertinente, medidas necesarias y razonables para prevenir o proteger los derechos de quienes se encuentren en 
tal situación.

55	 Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad. Adoptadas por la Asamblea General de Naciones Unidas en su 
resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990, regla 11.b.

56	 Los hechos del presente caso se refieren a Jesús Tranquilino Vélez Loor, de nacionalidad ecuatoriana. El señor Vélez Loor fue retenido el 11 de noviembre 
de 2002 en el Puesto Policial de Tupiza, en la Provincia del Darién, República de Panamá, por presuntamebte no portar la documentación necesaria para 
permanecer en dicho país.  Posteriormente, la Directora Nacional de Migración y Naturalización del Ministerio de Gobierno y Justicia dictó una orden 
de detención en su contra. El señor Vélez Loor fue trasladado a una cárcel pública. El 6 de diciembre de 2002 se resolvió imponerle una pena de dos años 
de prisión por haber infringido las disposiciones del Decreto Ley No. 16 sobre Migración de 30 de junio de 1960. La referida resolución no fue notificada 
al señor Vélez Loor. 

	 El 18 de diciembre de 2002 fue trasladado al centro penitenciario La Joyita. Mediante resolución de 8 de septiembre de 2003, la Directora Nacional de 
Migración resolvió dejar sin efecto la pena impuesta. El 10 de septiembre de 2003 el señor Vélez Loor fue deportado hacia Ecuador. Tras ser deportado, 
el señor Vélez Loor alegó haber sido víctima de actos de tortura y malos tratos ocurridos durante su estancia en los diversos centros penitenciarios. 
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208.	 Por ello, de resultar necesario y proporcionado en el caso en concreto, los migrantes deben ser detenidos en 
establecimientos específicamente destinados a tal fin que sean acordes a su situación legal y no en prisiones 
comunes, cuya finalidad es incompatible con la naturaleza de una posible detención de una persona por su 
situación migratoria, u otros lugares donde puedan estar junto con personas acusadas o condenadas por 
delitos penales. Este principio de separación atiende, ciertamente, a las diferentes finalidades de la privación 
de libertad. En efecto, cuando se trata de personas que sufren condena, las condiciones de privación de 
libertad deben propender a la “finalidad esencial” de las penas privativas de la libertad que es “la reforma y la 
readaptación social de los condenados”57. Cuando se trata de migrantes, la detención y privación de libertad 
por su sola situación migratoria irregular, debe ser utilizada cuando fuere necesario y proporcionado en el caso 
en concreto, solamente admisible durante el menor tiempo posible y en atención a los fines legítimos referidos 
[…]. En efecto, para la época de la detención del señor Vélez Loor varios organismos internacionales se habían 
pronunciado sobre la necesaria separación de aquellas personas privadas de libertad por infracción a las leyes 
migratorias de quienes están detenidos, ya sea como procesados o como condenados, por delitos penales. Por 
consiguiente, el Tribunal considera que los Estados deben disponer de establecimientos públicos separados, 
específicamente destinados a este fin y, en caso de que el Estado no cuente con dichas facilidades, deberá 
disponer de otros lugares, los cuales en ningún caso podrán ser los centros penitenciarios. 

209.	 Si bien la privación de libertad trae a menudo, como consecuencia ineludible, la afectación del goce de 
otros derechos humanos además del derecho a la libertad personal, en caso de personas privadas de libertad 
exclusivamente por cuestiones migratorias, los lugares de detención deben encontrarse diseñados a los fines 
de garantizar “condiciones materiales y un régimen adecuado para su situación legal, y cuyo personal esté 
debidamente cualificado” 58, evitando en lo posible la desintegración de los núcleos familiares. En consecuencia, 
el Estado está obligado a adoptar determinadas medidas positivas, concretas y orientadas, para garantizar no 
sólo el goce y ejercicio de aquellos derechos cuya restricción no resulta un efecto colateral de la situación de 
privación de la libertad, sino también para asegurar que la misma no genere un mayor riesgo de afectación a los 
derechos, a la integridad y al bienestar personal y familiar de las personas migrantes.

210.	 La Corte considera que dado que el señor Vélez Loor fue privado de libertad en la Cárcel Pública de La Palma y, 
posteriormente, en el Centro Penitenciario La Joyita, centros carcelarios dependientes del sistema penitenciario 
nacional en los cuales fue recluido junto con personas procesadas y/o sancionadas por la comisión de delitos, 
el Estado violó el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho 
instrumento, en perjuicio del señor Vélez Loor.

57	 El artículo 5.6 de la Convención Americana establece que: “[l]as penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la 
readaptación social de los condenados”.

58	 Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes (CPT), Normas del CPT, Secciones de los Informes 
Generales del CPT dedicadas a cuestiones de fondo, CPT/Inf/E (2002) 1 – Rev. 2004, Capítulo IV. Ciudadanos extranjeros detenidos bajo legislaciones 
de extranjería, Extracto del 7º Informe General [CPT/Inf (97) 10], párr. 29. En la misma línea, Organización de Estados Americanos, Informe Anual de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2000. Segundo Informe de Progreso de la Relatoría sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de 
sus Familias, Capítulo VI Estudios Especiales, 16 abril 2001, OEA/Ser./L/V/II.111, doc. 20 rev., párr. 110.
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